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Acta N° 302 de julio 8 de 2009
  


 
Procede la Sala a decidir la impugnación interpuesta por la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, el pasado 20 de mayo, en esta acción de tutela que Rubiela Barón Puentes le promovió a la impugnante, y a la que fue vinculada la EPS-S Asmet Salud.





ANTECEDENTES

  



Actuando en su propio nombre la señora Rubiela Barón Puentes, promovió esta acción con el fin de que se le protegieran los derechos fundamentales a la salud y la vida en condiciones dignas, que estimó vulnerados por la ESE Hospital San Jorge. 

   



Indicó en su escrito que la enviaron para que se hiciera una cirugía desde febrero de este año pero aún no la han llamado del hospital y le dicen que debe esperar; agregó que es muy pobre y está enferma. Por ello solicitó que se le ordenara al centro hospitalario la práctica, de manera urgente, de la cirugía que requiere y que le fue ordenada por el médico tratante. Anexó a su escrito, entre otras, copias del carné de afiliación a Asmet Salud y de la solicitud de “examen procedimientos quirúrgicos” denominado “HISTERECTOMIA ABDOMINAL TOTAL O SUBTOTAL”.
  



La petición fue admitida con auto del 7 de mayo frente al Hospital San Jorge y la EPSS Asmet Salud, a quienes se concedió el traslado de rigor. Luego, se recibió “declaración” a la demandante y precisó que previa autorización de Asmet Salud fue remitida al mencionado hospital para que se le realizara la cirugía ambulatoria de histerectomía abdominal porque le fue diagnosticada una “LEIOMIOMA DEL UTERO” y que la orden la dejó desde el 18 de febrero y que llama constantemente pero le respondían que debía seguir esperando y que ellos la llamarían cuando todo estuviera listo.
   



Se pronunció el hospital por intermedio de su asesora jurídica quien dio cuenta del procedimiento quirúrgico dispuesto; que la paciente requería de una valoración pre anestésica que se programó para el 21 de mayo; que, por ende, no vulneraron ningún derecho fundamental de la actora, pues la intervención no podía llevarse a cabo sin dicha valoración. La entidad promotora de salud intervino por conducto del Técnico II GJ Departamental y conforme al poder que le otorgó el representante legal de la entidad dijo que del hospital les informaron que aún no se había programado la cirugía porque la accionante no había solicitado la valoración por anestesiólogo, pero que se le había señalado el turno; por tal motivo pidió que se declarara que no han trasgredido derecho fundamental alguno de aquella.
  



Sobrevino el fallo de primera instancia en el que después de hacerse alusión al derecho a la salud como fundamental, las dificultades de los usuarios de la salud en el país y probada la vulneración alegada en la demanda, se tutelaron los derechos reclamados y se le ordenó a la ESE Hospital Universitario San Jorge que, además de la valoración previa que había señalado, de ser el caso se realizara la cirugía en un plazo no mayor de 10 días y le brindara la atención integral que requiriera la demandante, al tiempo que exoneró de responsabilidad a la EPS-S Asmet Salud.
  



Impugnó el hospital argumentando que ha ya se había programado fecha para la cirugía y su valoración previa y que como la paciente tiene la calidad de afiliada es la eps-s la que tiene la obligación constitucional y legal de garantizar a sus usuarios la prestación integral del servicio de salud.

 



En esta sede se dejó constancia acerca de que a la señora Rubiela Barón Puentes ya se le efectuó el procedimiento quirúrgico que motivó la promoción de la demanda (f. 4, c. 2)
CONSIDERACIONES 




El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por acción u omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



Bajo ese entendido, Rubiela Barón Puentes, invocó el amparo de los derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, de los que es titular, y que consideró conculcados por la parte demandada, al abstenerse de practicarle la cirugía denominada “HISTERECTOMIA ABDOMINAL TOTAL O SUBTOTAL” recomendada por su médico tratante por la patología diagnosticada.
    



No hay discusión acerca de que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando en sus recientes decisiones la máxima corporación constitucional 
, como con acierto lo despachó el juzgado. Por otro lado, ninguna de las entidades que conforman la parte pasiva controvirtió la necesidad y urgencia de la intervención requerida por la demandante, al punto que la situación venía reducida sólo a la demora del Hospital Universitario San Jorge para llevar a cabo el procedimiento autorizado y ordenado por la empresa promotora de salud a la que se encuentra afiliada la demandante, que ya se llevó a cabo, según se constató en esta instancia.
    



Es decir que por este aspecto, el de la valoración previa anunciada durante el transcurso de la acción y la cirugía ordenada, la cuestión pasó a un plano distinto que es el de la carencia actual de objeto, porque se materializó el interés buscado con esta gestión excepcional, no obstante que en su momento anduvo por buen sendero la decisión, porque pese a que ya se encontraba autorizada la prestación del servicio médico quirúrgico dispuesto a la paciente, al momento del fallo no se  había llevado a cabo. Por tanto, será del caso declarar superado el hecho. 

Pero como al hospital se le cargó con la obligación de atender en forma integral a la actora, acorde con la patología que presenta, será del caso, para anunciarlo de una vez, revocar esa orden porque tal disposición no fue solicitada en la demanda, por un lado; y por el otro, siguiendo los derroteros establecidos en el Sistema General de Seguridad Social en Salud y tal como lo ha precisado la Corte Constitucional 
, tal obligación debe entenderse frente a las entidades que sean las encargadas de velar por la plena y satisfactoria prestación del servicio de salud a la que la paciente tiene derecho, esto es, si se trata del régimen subsidiado, de las EPSS, si se trata de servicios incluidos en el POSS, y de las entidades territoriales, si no lo están, lo que habría que definir, de darse el caso, frente a todas ellas, pues de lo contrario se pondría en entredicho el derecho al debido proceso del que son titulares estas entidades, pues como se ve, en este caso no se citó a la Secretaría de Salud pertinente, como no era necesario hacerlo, porque la demanda fue explícita en pedir un servicio y el mismo, haciendo parte del POSS era del resorte exclusivo de la EPSS, como lo reconoció ella en su intervención. 

  



En conclusión, no ha debido imponérsele a la impugnante el tratamiento integral que generó su inconformidad, porque, se repite, no es a ella a quien le incumbe de manera directa su prestación. De otro lado, tampoco puede concluirse que en este caso sea menester adoptar esa medida frente a la EPSS, porque de lo actuado hasta ahora no se advierte que hubiese dejado de prestarle atención a la paciente; el retraso en este caso provino de la ESE Hospital Universitario San Jorge, no de la empresa promotora de salud del régimen subsidiado, quien oportunamente autorizó la respectiva cirugía. 
Puestas así las cosas, se confirmará el fallo que se revisa en aquella parte que concedió la protección y exoneró de responsabilidad a la EPS-S Asmet Salud, como que fue diligente en la autorización de la intervención quirúrgica requerida por la demandante; en todo caso, se declarará superado el hecho respecto del servicio que explícitamente se demandó y se revocará lo relacionado con el tratamiento integral ordenado prestar a la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira. 
 



DECISIÓN
  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA el fallo que se revisa en cuanto concedió el amparo constitucional deprecado, con cargo a la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, pero se REVOCA el aparte del ordinal primero de la parte resolutiva que dice “se le brinde la atención integral que requiere la accionante para recuperar la salud respecto de la enfermedad que padece”. 

  



En todo caso, se DECLARA SUPERADO el hecho que dio origen a la presente acción. 

  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 










�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


�  Sentencia T-416/03 M.P. Jaime Araújo Rentería
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